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LA ADMINISTRACION PUBLICA EN EL ESTADO DE LAS
AUTONOMIAS. LA PROPUESTA DE ADMINISTRACION UNICA'

SUMARIO.— 1. Introduccién.— II. La constitucionalizacién de las
Administraciones Piblicas: 1. Constitucién de 1978 y las Administra-
ciones Publicas. 2. Administracién Periférica. 3. Administracién Lo-
cal.— IlI. La propuesta de Administracién Unica: 1. Planteamientos
politicos iniciales. 2. Elaboracién juridica de la propuesta. 2.a. Marco
general. 2.b. Claves de la reforma. 2.c. Cobertura constitucional. 2.d.
Estado federal y administracién dnica. 2.e. Reforma de la Administra-
cién periférica del Estado. 2.f. Relectura del articulo 149.1 CE. 2.g.
Estado y administracién unica. 2.h. Orden constitucional y administra-
cién unica. 2.i. Posicién de los entes locales. 3. La versién catalana de la
propuesta. 4. Criticas a la propuesta de Administracién Unica.— 1V.
Ley de Organizacién y Funcionamiento de la Administracién General
del Estado.— V. Conclusiones.

«Una organizacion es descentralizada cuando su actividad es realizada
por drganos no centrales y consiguientemente todos sus agentes tienen un
cardcter no central». (Antonio Martinez Marin, «Una teoria sobre nuestra
organizacion publica y sus principios». Tecnos. Madrid, 1996, p. 56).

1 Este trabajo es fruto de la reelaboracién de la ponencia que presenté en el Curso
sobre «El Estado de las Autonomias», dirigido por el Profesor Dr. D. Antonio Gutiérrez
Llamas, en el seno de los Cursos de Doctorado 1994-1996 de Derecho Administrativo.
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I. INTRODUCCION

El presente estudio esta destinado a analizar las Administraciones Publi-
cas constitucionalizadas y, especificamente, los problemas suscitados por la
ubicacién y papel de la Administracién central-periférica tras el desarrollo
de las Administraciones autonémicas y nueva posicion de la Administra-
cién Local, asi como la «innovadora» propuesta de Administracién tdnica.
El régimen administrativo anterior a la Constitucién Espafiola de 1978 era
el propio de un sistema centralizado y unitario, basado en el principio de
jerarqufa administrativa desde la Jefatura del Estado, cispide del mismo, en
el que, como ejemplo, la Administracién local no era una Administracién
siquiera dotada de autonomia administrativa sino una pieza mas del siste-
ma: nula autonomia de las Corporaciones Locales, invasién de sus compe-
tencias por el Estado, carencia de mecanismos de defensa judicial, rigidas
técnicas de tutela, designacién por el Estado de sus representantes, Alcaldes
y Presidentes de Diputacidn, e insuficiencia econémica. En suma, y como
sefiala Sosa Wagner, «un cuadro ... en el que las corporaciones locales
desempeiian el papel de meros instrumentos del Estado»?.

II. LAS CONSTITUCIONALIZACION DE LAS ADMINISTRACIONES
PUBLICAS

1. ConsTITUCION DE 1978 Y ADMINISTRACIONES PUBLICAS

La Constitucién Espafiola de 1978 legitima como Administraciones Pi-
blicas, la propia del Estado-Central (cuya direccién atribuye al Gobierno de
la Nacion el articulo 97); la Administracién Local (referida por el articulo
140 a los Municipios y por el articulo 141 a las Provincias e Islas) y la
Administracién de las Comunidades Auténomas (respecto a éstas el fend-
meno de las preautonomdias inicié un proceso de descentralizaciéon adminis-
trativa dado que se transfirié inicialmente la gestién administrativa antes,
incluso, que la potestad legislativa o reglamentaria).

La Constitucién disefia un nuevo modelo de organizacién territorial del
poder, a partir del cual nacen tres escalones, no jerarquizados sino auténo-

2 SOSA WAGNER, F.: Manual de Derecho Local. Tecnos. Madrid, 1989, p. 49.




LA ADMINISTRACION PUBLICA EN EL ESTADO DE LAS AUTONOMIAS 501

mos en la gestion de sus intereses, dotados de representacién politica y
provistos de organizacién administrativa propia: estatal, autonémico y lo-
cal.

La evolucién del esquema constitucional ha determinado la
institucionalizacién de las Comunidades Auténomas como auténticos cen-
tros normativos junto con el Estado y, en consecuencia, supone la aparicién
de diecisiete administraciones piblicas comunitarias, mas los particulares
casos de ciudades-comunidad de Ceuta y Melilla, que, al propio tiempo,
coexisten con la propia Administracién del Estado y con la Administracion
Local y con el transito de un Estado centralista en otro descentralizado
politica, administrativa y territorialmente’.

2. ADMINISTRACION PERIFERICA

No obstante, la pretendida descentralizacién administrativa no ha evita-
do la supervivencia de estructuras y principios propios del Estado centralis-
ta*, y, en concreto, plantea la cuestién de la Administracién periférica que
referida al Estado o a las Comunidades Auténomas «estd integrada por los
organos jerarquicamente inferiores de la Administracién central que reali-
zan la tarea gubernativa y de la administracion en sus respectivas demarca-
ciones territoriales de ambito infraestatal (o infracomunitario) por delega-
cién de competencias y desconcentracién de funciones»®, manteniéndose
las estructuras propias de la Administracién central-periférica en las pro-
vincias y, al propio tiempo, surgir una nueva Administracién central-
periférica en las Comunidades Auténomas: el Delegado del Gobierno (art.
154 CE), los Directores Territoriales o Regionales, asi como especificas
comisiones coordinadoras®.

3 CLAVERO AREVALO, M.: Espaiia, desde el centralismo a las autonomfas. Plane-
ta, Coleccién Documento. Barcelona, 1983, p. 13.

4 MARTINEZ MARIN, A.: Ob, cit., p. 64.

5 MARTINEZ MARIN, A.: «Derecho Administrativo. La organizacién administrati-
va», Tecnos. Madrid, 1986, p. 158.

6 Constituye uno de los elementos que determinan que el profesor Martinez Marin
denomine a la organizacién positivada en la Constitucién de 1978 «organizacién acumula-
da», al concurrir elementos propios del Estado unitario centralista con los del Estado
compuesto descentralizado: «La nueva Constitucién, articulos 141 y 154, da asiento
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Junto con las expresadas estructuras central-periféricas estatales las Co-
munidades Auténomas han creado su propia Administracién autonémica-
periférica con directores territoriales y provinciales e, incluso, servicios
administrativos periféricos a nivel inferior a la provincial o, incluso, de
ambito municipal.

Asimismo, como elemento adicional de confusién, se contempla el for-
talecimiento de las Diputaciones Provinciales, en su doble vertiente de
entidad local y division territorial para el cumplimiento de las actividades
del Estado.

La critica hacia las disfuncionalidades provocadas por la Administra-
cién periférica se manifiesta ya en el régimen anterior, asi Alvarez Pastor
afirmaba en 1964 que «es preciso terminar con la innecesaria e injustificada
multiplicacién de 6rganos periféricos»’; Mufioz Machado con anterioridad
a la Constitucién de 1.978 se planteaba la existencia de cuatro alternativas
respecto de la pervivencia o reforma de la Administracién central-periférica:
primero, suprimirlo totalmente; segundo, eliminar dicha rama periférica de
la Administracién estatal sélo en aquellos casos en que las regiones han
asumido competencias antes ejercidas por ésta; tercero, encargar la gestion
de todas las competencias del Estado a la regidn, sin perjuicio de que,
eventualmente, y con caricter excepcional, puedan mantenerse delegados
especiales de aquél para atender el desarrollo o inspeccionar el funciona-
miento de determinados servicios, y cuarto, mantener un sistema fuerte de
Administracién periférica paralelo a los esquemas organizativos que pue-
dan montar las regiones auténomas®.

La Constitucién de 1978 establece en el articulo 141 que la provincia es
division territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado; y el

institucional tanto a la Administracién periférica provincial como a la regional, posibilitando
su agrandamiento futuro; sin embargo, constitucionalizado el sistema autondémico con la
consiguiente institucionalizacién de las nuevas Administraciones, el resultado no puede ser
sino el de un sistema acumulado de ambas Administraciones en las mismas demarcaciones
administrativas con las consiguientes disfuncionalidades, enfrentamientos, desconfianzas y
proliferacién orgénica innecesaria y desorientacién ciudadana ante esta prolifica y desordenada
situacién administrativa. « (MARTINEZ MARIN, ob. cit. «Derecho Administrativo ...» p. 178).

7 Cit. por MARTINEZ MARIN: ob. cit. «Derecho administrativo ...» p- 167.

8 Administracién periférica: observaciones sobre su reforma», en el volumen conme-
morativo del CXXV aniversario del Consultor de los Ayuntamientos y Juzgados, Madrid,
1978, pp. 228-229.
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articulo 154 proclama la existencia de un Delegado nombrado por el Go-
bierno que dirigird la Administracién del Estado en el territorio de la
Comunidad Auténoma y la coordinacién, cuando proceda, con la adminis-
tracién propia de la Comunidad. Bassols Coma®, Clavero Arévalo'®, o Baena
del Alcézar!! sefialan como planteamiento critico la existencia de delega-
ciones periféricas excesivas, dispersas y en buena parte vacias de contenido
después de las transferencias a las Comunidades Auténomas.

Estos problemas y distorsiones fueron anunciados en el informe de la
Comisién de Expertos sobre Autonomias, elaborado en 1.981, que preten-
dié acometer una evolucién ordenada de la implantacién de las Comunida-
des Auténomas que, al referirse a la organizacion de éstas, considera grave-
mente inconveniente para la salud del sistema que aquéllas reprodujeran en
su espacio los esquemas organizativos de la Administracion del Estado!?; se
aboga por una configuracién del aparato administrativo «ad minimum»'?* ya
que, en definitiva, sus funciones debian estar reducidas a la asistencia a los
6rganos politicos, para las funciones de planificacién y los servicios, excep-
cionales, que deban prestarse a nivel supraprovincial'®. Asimismo, se ex-
presa categdricamente la necesidad de que, bajo ningin concepto, se cree
en el &mbito comunitario una propia Administracion periférica'. Al propio

9 «Las relaciones entre la Administracién periférica del Estado y las Comunidades
Auténomas en la Constitucién», RAP 89, 1979, pp. 69-70,

10 Ob. cit. p. 161.

11 Instituciones administrativas, Madrid, 1992. p. 166.

12 Informe de la Comisién de Expertos sobre Autonomias, Centro de Estudios Consti-
tucionales, Coleccién Informe, Madrid, mayo de 1981, la cual estaba integrada por Eduardo
Garcia de Enterria (Presidente), Luis Cosculluela Montaner, Tomds Ramén Fernandez,
Santiago Muiioz Machado (Secretario), Tomas Quadra-Salcedo, Miguel Sdnchez Morén
(Vicesecretario) y Francisco Sosa Wagner: «Entender que las Comunidades auténomas
necesiten del mismo aparato piblico de que ha dispuesto el Estado centralizado, va un largo
camino que no debe recorrerse en ningiin caso» (p. 24).

13 Ob. cit.: «La formacién de un aparato administrativo extenso debe evitarse tanto en
los niveles centrales como en los periféricos» (p. 25).

14 Ob. cit.: «Los servicios centrales de las Comunidades auténomas que en adelante se
constituyen deben quedar provistos de las dependencias estrictamente precisas para la asis-
tencia de los érganos politicos, para ejercer las funciones de planificacién y coordinacién
que sea necesario desarrollar desde el nivel regional y para atender, en este caso con caricter
estrictamente excepcional, aquellos servicios que inevitablemente deban gestionarse desde
un nivel territorial méds amplio que el provincial» (p. 26);
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tiempo, se sefiala que debe reducirse la Administracion estatal, en cambio,
fortalecerse el escalén local, fundamentalmente, mediante la utilizacién de
las provincias como pieza basica del escalén interregional basico’®. Se
concluye indicando que el proceso debe ser ordenado y, en modo alguno,
dejarse al azar de acuerdos politicos'”.

3.  ADMINISTRACION LocaL

La Administracién Local, tras la Constitucion Espafiola, se constituye
en un eslabon mas del proceso de descentralizacion del Estado, articulandose
condiciones que, en principio, sirven para que cobre un aliento histérico;
por una parte, recupera su caracter democratico; se supera el régimen de
controles y tutelas; se confian las relaciones interadministrativas a los me-
canismos judiciales; se arbitra un sistema de atribucién de competencias

15 Ob. cit.: «Por lo que respecta a la Administracién periférica de la Comunidad
auténoma, su creacién misma no debe llegar a producirse en ningin caso» (p. 27).

16 Ob. cit.: «Medidas de este orden son las unicas que pueden evitar eficazmente la
constitucion de los escalones administrativos a sumar a los preexistentes que debilitados (el
estatal: articulos 141 y 154 de la Constitucién) o fortalecidos (las Corporaciones locales:
articulo 137 de la Constitucién) han de perdurar»; respecto de la provincial se declara su
cardcter de indisponible por expresa determinacién constitucional y considera «ha de ser
pieza bdsica de las Comunidades auténomas pluriprovinciales que se constituyan» (p. 27),
«la utilizacién necesaria de las Corporaciones locales, y destacadamente de las Diputaciones
provinciales, para que ejerzan las competencias administrativas que pertenecen a las Comu-
nidades Auténomas. Las Diputaciones deben quedar convertidas en el escalén intrarregional
bésico: es preciso fortalecer sus servicios, dotarlas mejor, integrar en su organizacién los
servicios periféricos de que se ha de desprender la Administracién del Estado, para que
puedan asumir el ejercicio de competencias por transferencia o delegacién de las Comunida-
des auténomas y atender ordinariamente la prestacién de los servicios que estén encomenda-
dos a la gestién regional» (p. 28).

17 Ob. cit.: «pretender la transformacién de un Estado fuertemente centralizado en otro
basado en poderosas autonomias territoriales sin que exista una efectiva direccién del
proceso, sino a puro golpe de pacto y negociacion en los que se actia sin una vision precisa
del conjunto y sin una previsién exacta de las metas, es, sin duda, una ilusién de la que, por
mucho esfuerzo que se ponga en el empefio, resulta aventurado esperar éxito». Y en la
conclusién 17 se establece que «los Estatutos deben incluir medidas tendentes a evitar la
burocratizacién de los servicios centrales, en el sentido que se ha indicado en este informe,
y a impedir la constitucién de una Administracién periférica propia de la Comunidad
auténoma» (p. 103).
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(con los limites del articulo 25.2 de la Ley 7/85, de 2 de abril, de Bases de
Régimen Local); existen mecanismos de defensa de la autonomia y un
nuevo marco de fuentes de ingresos.'®.

El Municipio, de conformidad al articulo 25.1 de la expresada Ley 7/85,
«puede promover cuantas actividades y prestar cuantos servicios ptiblicos
contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la Comunidad
vecinal», si bien el apartado segundo de dicho articulo, en el que se atribu-
yen las concretas competencias, matiza que éstas se ejercerdn «en los
términos de la legislacion del Estado y de las Comunidades Auténomas», y
el apartado tercero aclara que «solo la Ley determina las competencias
municipales en las materias enunciadas en este articulo».

Respecto de la Provincia e Isla, como Entidades Locales, tanto la Cons-
titucién como la Ley 7/85, le confieren autonomia para la gestién de sus
intereses, asi como un conjunto de competencias propias y la delegacidén o
transferencia de competencias autonémicas (en el seno ldgicamente de las
Comunidades pluriprovinciales) que se plasmé tanto en la Ley del Proceso
Autonémico, en el articulo 37 de la Ley 7/85 asi como en muiltiples leyes
autonémicas (Aragdn, Castilla Ledn, Canarias etc.) sin que, en la practica,
se hayan producido dichas delegaciones o transferencias a una escala juridi-
camente relevante.

El Tribunal Constitucional ha sido claro en los planteamientos de la
imposibilidad «de iure» de prescindir de la provincia como entidad local y
como ambito para el ejercicio de competencias estatales, asi STC niimero
385 de 23 de diciembre de 1.993, fj 4, determina que «No cabe la menor
duda, y jamas ha sido puesto en entredicho, que la delimitacién del territo-
rio provincial afecte a las demds provincias, encuadradas ademads en distin-
tas Comunidades Auténomas, cuyo interés propio trasciende, convirtiéndo-
se asi en general, suprautonémico y, por tanto, en competencia nitidamente
estatal ... El propio disefio constitucional de la provincial, como Entidad
Local —primera y principal consideracién— y, por ello, pero después,
como divisién territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado
(art. 141.1 CE), ... Las circunscripciones electorales o la demarcacién judi-
cial, la red de comunicaciones, como la telefonia, por obra de la mas
reciente tecnologia, asi como de los transportes de todo tipo, son ejemplos

18 SOSA WAGNER, ob. cit., p. 49.
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claros del peso especifico que en su organizacién poseen los territorios
provinciales (del Estado) ... Hay muchas mas manifestaciones de esa inci-
dencia, pero como muestra bastan las dichas».

Es innegable, a mi juicio, que existe una cierta resistencia de las Comu-
nidades Auténomas a ceder a la Administracién Local, en concreto, al
Municipio el papel que debe corresponderie en la gestién de intereses
genuinamente locales, realizando para ello las transferencias y delegaciones
pertinentes y, por otra parte, las Comunidades Auténomas deben evitar las
reticencias y susceptibilidades que les provoca la relacion directa Estado-
Administracién Local.

No obstante, siguiendo al Alto Tribunal, que la relacién mas natural e
intensa corresponde a la relacién entre Comunidades Auténomas y sus
Entidades Locales, asi la STC 331 de 12 de noviembre de 1993, {j 3: «Junto
a la relacién directa Estado-Corporaciones Locales, existe también una
relacién, incluso mds natural e intensa, entre éstas y las propias Comunida-
des Auténomas ... al igual que el resto de las Comunidades Auténomas
(Catalufia) estd obligada a velar por su propio equilibrio territorial y por la
realizacién interna del principio de solidaridad».

III. LA PROPUESTA DE ADMINISTRACION UNICA
1. PLANTEAMIENTOS POLITICOS INICIALES

La propuesta de la denominada «Administracién Unica» es planteada,
inicialmente, por el Presidente de la Xunta de Galicia, Manuel Fraga Iribamne
en diferentes foros, de naturaleza politica (sesiones del Parlamento gallego)
o de caracter académico (conferencias en la Universidad Carlos III o
Xornadas en la Escola Gallega de Administracién Piblica) y, con mayor
detenimiento y extension, en su libro «Administracidn tinica. Una propues-
ta para Galicia»'®.

Dicha propuesta se fundamenta en la necesidad de que respecto de cada

19 Planeta, Coleccién Documento. Barcelona, 1993. Previamente la formula el 10 de
marzo de 1992 ante el Pleno del Parlamento de Galicia en el seno del debate sobre el estado
de la autonomia, y es reiterada en conferencia de 22 de abril de 1992 en la Universidad
Carlos III de Madrid y el Instituto Universitario Ortega y Gasset, y el dia 10 de noviembre
de 1992 nuevamente en el Parlamento gallego.
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una de las Administraciones Piiblicas «ciudades, provincias, nacionalida-
des, regiones y Estado» sea la Administracién menor —inscrita— la encar-
gada de la ejecucion de la funciones que le corresponden como propias, asi
como las que en su respectivo territorio le hayan sido transferidas o delega-
das por la Administracién o administraciones mayores —circunscritas— y
lo puedan ser por no contradecir la propia naturaleza de la administracidn,
ni quebrar la unidad de Espafia?. Se trataria, con ello, de acercar la Admi-
nistracién al ciudadano al favorecer la actuacién de la Administracién mas
proxima, al propio tiempo, evitar la concurrencia en el ejercicio de compe-
tencias analogas que producen disfuncionalidades en el sistema administra-
tivo. No obstante, siguiendo a Garrido Falla, debo sefialar que lo afirmado
constituye una obviedad dado que si por Administracién tinica entendemos
el principio de que para cada funcién a desarrollar no exista mas que un
6rgano al que esté atribuida dicha competencia para realizarla, bien sea una
competencia propia o bien transferida, encomendada, o delegada, «habre-
mos enunciado un axioma de pacifica aceptacion»?'.

Para Fraga, el Estado central sera més fuerte cuanto mdés ejerza las
funciones que le son propias, politica interior, seguridad y defensa, justicia,
planificacién econémica, promocién global de Espafia, garantfa de unidad
del sistema juridico, fiscal y de seguridad social asi como cumplimiento del
principio de solidaridad; para llegar a la reduccién se apela al principio de
subsidiariedad asi como al ejemplo de la Comunidad Econdmica Europea
que cumple sus funciones sin existencia de aparato burocrético o adminis-
tracién periférica??. Garrido Falla sefiala expresivamente que «asi como sin
burocracia periférica nunca habrd «Estados Unidos de Europa», con buro-
cracia autondmica unica las Comunidades Auténomas, cada vez mds, se
acercaran a lo que hoy se conoce con el nombre de «Estado». Sobre todo si
este Estado cede a la CE materias tan vinculadas a la soberania como la
defensa, los asuntos exteriores y la politica monetaria»®.

20 Ob. cit. pp. 24.25.

21 GARRIDO FALLA, F.: En «Relatorios das xornadas, celebradas en septembro da
1.992 na Escola Galega de Administracién Piiblica». Administracion nica: problematica de
una obviedad. EGAP. Pontevedra, 1993, p. 155.

22 FRAGA IRIBARME, M.: En «Relatorios ...». Presentacién. Administracién tnica:
unha proposta para un verdadeiro Estado das autonomias». EGAP. Pontevedra, 1993, p. 15.

23 GARRIDO FALLA, F.: Ob. cit. p. 160.
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2. [ELABORACION JURIDICA DE LA PROPUESTA

Doctrinalmente, los planteamientos iniciales del Presidente de Galicia
fueron recogidos por autores como Serna Goémez?, Meildn Gil* vy,
destacadamente, Rodriguez Arana.

Rodriguez Arana® expone que la propuesta no plantea un nuevo esque-
ma de distribucién de competencias sino la adecuacién de la estructura
administrativa a los principios de la Constitucion; es una operacion técnica
que implica una nueva relacién Estado-Comunidades Auténomas-Entes
Locales basada en la cooperacion y la coordinacién. «El Estado, por tanto,
tiene una clara justificacién y la Administracién Unica, lo repetimos, sélo
aspira a que la Administracién del Estado en territorio autonémico se adecue a
la realidad competencial en un marco de subsidiariedad y solidaridad».

Se propone la asuncién autonémica de la ejecucién de la legislacién
estatal en materias no reservadas por el articulo 149.1, extendiéndose los
servicios estatales periféricos a aquellos sectores que el articulo 149.1
atribuye al Estado una reserva de ejecucién, y se sefiala como apoyatura de
la propuesta la propia doctrina contitucional sobre la gestiéon administrativa
o la potestad de gasto, asi STC 102 de 26 de junio de 1995, fj 22: «No hace
falta insistir en el contenido del concepto de gestién, que se utiliza como
sinénimo de administracién y en la concepcidn constitucional de las potes-
tades publicas sobre la materia cuyo ejercicio en este dmbito se configura
como competencia normal o habitual de las Comunidades Auténomas y
que s6lo residualmente, en ciertos supuestos limite que no es necesario
concretar ahora, aunque uno sea éste, pueda participar en ella el Estado» o
la STC 59 de 17 de marzo de 1995: «la facultad de gasto piblico en manos
del Estado no es un titulo competencial auténomo que pueda desconocer,
desplazar o limitar las competencias materiales que correspondan a las
Comunidades Auténomas». Ademés, considera que la Administracién Uni-
ca no se agota en el escalén autondmico sino que debe continuar en el
ambito local.

24 SERNA GOMEZ, F.: En «Relatorios ...». Administracién tnica para Galicia: unha
proposta aberta». EGAP. Pontevedra, 1993, pp. 27-42.

25 MEILAN GIL, JL.: En «Relatorios ...». Estado autonémico e Administraciéns
publicas. EGAP. Pontevedra, 1993, pp. 115-136.

26 «Dos estudios sobre la Administracién tdnica», AA, n° 20, pp. 291-298.
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En trabajo posterior Rodriguez-Arana?’ sefiala como idea clave que la
crisis econdémica ha acelerado el proceso de adecuacién de la estructura
administrativa de la Administracién del Estado.

De un modo mds acabado, Rodriguez Arana expone la propuesta en su
obra «Autonomias y Administracién Piblica. Reflexiones sobre la Admi-
nistracién Unica»?,

2. a) Marco general

Rodriguez Arana parte de un visién catastrofista del Estado del Bienes-
tar al considerar que ha fracasado la forma de entender el papel del Estado
en la Sociedad y, del mismo modo, la forma de prestar servicios publicos.

Este autor entiende unidos intimamente los conceptos de bien comun,
subsidiariedad y bienestar social, en concreto, la subsidiariedad implica:
1) Un sistema social es mds perfecto cuanto menos impida a los individuos
cumplir sus objetivos; 2) Un sistema social es mds valioso cuanto més se
utilice la descentralizacién del poder y la autonomia de comunidades meno-
res; 3) un sistema social es mds eficaz cuanto menos acuda a leyes, mas a
accién de fomento y a estimulos para bien comin.

El Estado del Bienestar en su evolucién histérica se ha convertido en
Estado fuertemente interventor en detrimento de las libertades del hombre
produciéndose en la actualidad una situacién insostenible, la muerte del
«Welfare state», muerte de un sistema de intervencion creciente que ha
producido la inactividad ciudadana.

También ha provocado un aumento de la burocracia debido a que sus
elementos, los burdcratas, han aumentado su poder en la Administracion Puabli-
ca y para hacerlo efectivo tienen necesidad de expandir sus actividades.

Concluyendo, el Estado del Bienestar ha generado la multiplicacién del
déficit piiblico, el deterioro de los servicios piblicos, ¢l disparo del gasto
piblico y el aumento del desempleo, ademds de la corrupcién, la funcién
publica no estd al servicio del ciudadano y existe una burocracia dvida de
poder. Frente a esto la Administracién unica trata de simplificar el aparato
publico para colocarlo al servicio del hombre.

27 «De nuevo sobre la Administracion Unica», AA, n° 32, pp. 479-487.
28 Fundacién CaixaGalicia-Editorial Praxis. Barcelona, 1996.
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2. b) Las claves de la reforma

Es una nueva forma de entender la Administracion, la de una nueva
organizacién mds sencilla, sensible, de menor tamafio y mds calidad. Debe
regirse por los principios de legalidad (como salvaguarda de derechos
ciudadanos), eficacia (obtencién de productos y servicios de calidad) y
servicio (a los intereses generales)

Las técnicas concretas a aplicar serfan la privatizacién como conjunto de
medidas para solucionar un mal de nuestro tiempo; desregulacién de secto-
res sometidos a monopolio; desburocratizacidn, adaptacién a las nuevas
reglas del manegement publico; también simplificacién normativa como
mera depuracién del ordenamiento para mejorar su eficacia.

2. ¢) Cobertura constitucional

El cambio del modelo de Estado no ha provocado el cambio correlativo
de la organizacién administrativa, es obvio que la estructura administrativa
no puede ser la misma del Estado unitario anterior.

El articulo 103 de la CE se refiere a la Administraciéon piblica en
general, por ello no excluye a ninguna de las administraciones publicas
constitucionalizadas y los principios que proclama son aplicables a todas
ellas; una vez que entre las varias soluciones se ha optado por la emergen-
cia de las Comunidades Auténomas y su dotacién con resortes de poder
sobre el territorio debe proclamarse su cardcter de Administracién de dere-
cho comin reduciendo la presencia directa del Estado en su territorio a
supuestos excepcionales.

Se pretende conseguir un reforzamiento del ente titular de la competen-
cias en su propia demarcacién territorial, modelo final del sistema; supone
proclamar que la Administraciéon de cada Comunidad Auténoma sea la
lnica encargada de ejecutar en su respectivo término las funciones adminis-
trativas que le corresponden como propias, asi como las que en su territorio
pudieran corresponder a la Administracion del Estado, previa la correspon-
diente transferencia o delegacion, si bien el Estado se reserva las «compe-
tencias exclusivas absolutas», asi como tampoco aquellas competencias
cuya ejecucidén por las Comunidades Auténomas resulte contraria del prin-
cipio de solidaridad.
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La justificacion tedrica estd en el principio de subsidiariedad conforme
al cual la Administracién mas préxima al ciudadano es la que debe asumir
la prestacion de los servicios cuando dicha prestacién sea més eficaz e
implique un ahorro en el gasto publico.

El apoyo juridico estd en el articulo 150.2, que prevé la transferencia o
delegacion de facultades de titularidad estatal en favor de las Comunidades
Auténomas, partiendo de que éstas también son Estado y siguiendo el
ejemplo de la inexistencia de delegados periféricos de la Unién Europea en
los Estados integrados y el federalismo de ejecucién propio de Alemania, lo
cual no conllevaria, no obstante, la desaparicion radical de la Administra-
cién periférica del Gobierno Central sino su reduccién.

También se propicia que la Administracién local reciba las competen-
cias necesarias para gestionar con eficacia en su propio entorno territorial.

Concluyendo lo expuesto, los fundamentos de esta propuesta se articu-
lan en el hecho de que las Comunidades Auténomas son Estado y, por
consiguiente, deben éstas participar en el ejercicio de funciones estatales;
de la misma forma, la Administracién, en general, debe adecuarse a las
exigencias del articulo 103 de la Constitucién y, para lograrlo, una tnica
Administracién territorial debe ejercitar las funciones en dicho territorio,
incluyendo la necesidad de transferir a la Administracién local los servicios
cuya prestacién por dicha Administracion redunde en mejor servicio al
ciudadano y sin que lo expuesto suponga la desaparicion radical de la
Administracién periférica propia del Estado Central.

2. d) Estado federal y administracion unica

No es asimilable el modelo propuesto al Estado federal dado que el
sistema autonémico espafiol es un producto propio; no obstante, pueden
aplicarse técnicas propias tanto del federalismo cooperativo como del prin-
cipio de lealtad federal®.

29 SOLOZABAL ECHAVARRIA, J.J.: «El marco constitucional del debate sobre el
Estado autonémico espafiol», DA n°® 232-233, p. 92 y ss. «la idea de Administracién tnica,
de acuerdo con la cual, en el Estado Autonémico habria de reducirse tanto como fuese
posible el aparato organizativo del Estado central, constrefiido en realidad a cumplir una
funcién legislativa y de fijacién de direccién politica, dejando a las Comunidades Auténo-
mas la préctica totalidad de la actuacién normativa o concreta» ... la «llamada Administra-
cién Unica ... no es sino traslacién a nuestro sistema del federalismo ejecutivo.
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2. ¢) Reforma de la Administracion periférica del Estado

Se insiste en el necesario redimensionamiento de la Administracion
periférica estatal eliminando la figura de los gobernadores civiles.

2. f)Relectura del articulo 149.1 de la CE

Seria posible la existencia de una ejecucién autonémica en las siguientes
materias de competencia exclusiva estatal:

1.— Laboral. (1.7).

2.— Propiedad intelectual e industrial (1.9).

3.— Seguridad social (1.17).

4.— Ordenacién del sector pesquero (1.19).

5.— Medio Ambiente. (1.23).

6.— Minas y energia (1.25).

7.— Medios de comunicacién social (1.27).

8.— Cultura y patrimonio artistico (1.28).

9.— Seguridad publica (1.29).

Ademads ejecucion autondémica en todas las materias que no posean
alcance pleno de exclusividad del Estado. (niimeros 2, 3, 4, 5, 10, 11, 14,
16, 19, 20, 21, 22 y 32 del péarrafo 1°).

2. g) Estado y administracion tnica

El Estado tiene una clara justificacién y la Administracién Unica solo
aspira a que la Administracién del Estado en el territorio autonémico se adecue
a la realidad competencial en un marco de subsidiariedad y solidaridad®.

El articulo 150.2 de la CE autoriza a transferir competencias o materias
completas «facultades correspondientes a materias de titularidad estatal», esto
es, aspectos parciales de la ordenacion o la gestion de una materia, y ademas,
facultades legislativas, tal y como la realidad ha demostrado, no obstante existe
indisponibilidad respecto de ciertas competencias que la CE define como
exclusivas del Estado que resultan del comienzo del articulo 149.1.1:

30 SANCHEZ MORON: «Racionalizacién administrativa y Organizacién territorial»,
REDC, 40, pp. 39 y ss.
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a) Unidad e indisponibilidad de la soberania; igualdad de derechos y
obligaciones; nacionalidad; relaciones internacionales; comercio exterior;
defensa y fuerzas armadas, sistema monetario etc..

b) Materias de interés general por estar necesitadas de una regulacién
uniforme o de un tratamiento homogéneo, o bien, por la propia insuficien-
cia territorial de las CCAA para regularlas satisfactoriamente.

2. h) Orden constitucional y administracion vnica

Esta propuesta parte de realizar «una lectura méas autonémica del articu-
lo 149.1 de la CE implica una mayor delegacion de competencias asi como
un mayor uso del articulo 150.2 de la CE para transferir mas carga adminis-
trativa a las CCAA»*'.

En suma, «Subsidiariedad no es mas que una palabra larga para resumir
dos ideas simples: que la autoridad debe ejercerse en el nivel mas adecuado
para la mas eficiente aplicacién de las medidas de que se trate; y que el
Gobierno, de cualquier clase, debe completar, no sustituir, la accién de los
individuos y de las familias»*2.

2. i)La posicion de los Entes Locales

La propuesta de administracion tunica se refiere también a los entes
provinciales y municipales Asi. con origen en el articulo 8.1 de la Ley 12/
83, del Proceso Autonémico, los articulos 25,26 y 36 de 1a Ley 7/85 citada,
establecen el minimum de competencias y los legisladores sectoriales tie-
nen la dltima palabra sobre el alcance y funcionalidad competencial®.

31 RODRIGUEZ-ARANA, J.: ob. cit. «<Autonomias y ...», p. 187.

32 RODRIGUEZ-ARANA, J.: ob. cit. «<Autonomias y ...», p. 187.

33 El Documento Marco sobre el Pacto Local plantea las siguientes consecuencias:

1.— El legislador sectorial ha convertido en informes no vinculantes en el marco de
érganos de participacién lo que es el derecho en intervenir en asuntos que afecten al circulo
de sus intereses.

2.— La mayoria de competencias se han atribuido a titulo de delegacién y no como
propias, siendo por tanto evidentes los controles.

3.— La atribucién competencial parece ser a titulo ejecutivo y no de ordenacién de un
sector.
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Propone que las CCAA desconcentren su administracion periférica en
las Diputaciones Provinciales.

3. LA VERSION CATALANA DE LA PROPUESTA

Es expuesta por Silva Sdnchez** para quien la Generalitat debe ser la
unica institucién que represente al Estado en Catalufia, no una mera Admi-
nistracion subsidiaria. Asimismo, otra gran diferencia con la propuesta
gallega es la escasa predisposicion a ceder competencias a la Administra-
cion Local. Las materias concretas que podian gestionar los Entes locales
serfan deportes, educacién, empleo, servicios sociales, juventud, mujer y
urbanismo.

Afirma que en los dmbitos materiales en que la Generalitat de Catalunya
tenga atribuidas funciones ejecutivas o facultades de ejecucion constituye
la Administracion ordinaria, sin que sea admisible la inmision de la Admi-
nistracién del Estado. Por otra parte, considera invalidos los titulos en los
que el Estado ha pretendido fundar su intervencién ejecutiva como son la
potestad de gasto, la potestad de ejecucién de Tratados internacionales, la
utilizacién expansiva de competencias en materia de comercio exterior,
relaciones internacionales o garantia de condiciones bdsicas o las interpre-
taciones abusivas del concepto material de bases o de garantia de uniformi-
dad de la ordenacién juridica.

También se opone a la generalizacién del proceso autonémico y la
atribucién generalizadora de facultades de ejecucion y propugna una radi-
cal reduccién de la Administracion periférica y, en concreto, la desapari-
cién de la figura del Gobernador Civil.

Se concluye reclamando la urgente reforma del Senado y su configura-
cién como camara de representacion territorial dado que «la garantia de las
competencias de las Comunidades Auténomas pasa por su intervencion en
cuanto tales en el proceso legislativo estatal»®.

34 SILVA SANCHEZ, M.J.: En «Relatorios ...». La Generalitat. Administracién ordi-
naria del Estado en Catalunya. Una hipétesis constitucional. EGAP. Pontevedra, 1993,
pp. 73-91.

35 Ob. cit. p. 89.
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4. LAS CRITICAS A LA PROPUESTA DE ADMINISTRACION UNICA

Las criticas de mayor solidez a la propuesta son formuladas por Parejo
Alfonso* quien coincide en que el poder ptiblico administrativo actual es el
resultado no de un replanteamiento del sistema anterior sino una adaptacién
a las exigencias del momento y como resultado existe «una generalizada e
incontrolada duplicacién o, mejor, multiplicacién de estructuras y activida-
des»*’. Pero, a su juicio, la propuesta es errénea dado que no realiza el
menor esfuerzo de andlisis de la situacién y funcionamiento del poder
publico administrativo y busca justificarse en la defectuosidad del sistema
de distribucién de competencias.

Respecto de la argumentacién de que las CCAA son Estado coincide en
que lo son pero argumenta que «para ser Estado, constitucionalmente ha-
blando, las CCAA no precisan asumir competencias asignadas al Estado en
sentido estricto»*.

En relacién a la utilizacién del articulo 150.2 CE para llegar a la Admén
Unica indica que «la experiencia del Derecho constitucional practicado y
aplicado acredita un uso generoso y amplio del mecanismo contemplado en
el precepto, como no han dejado de poner de relieve los defensores de la
propuesta» pero considera que el limite es la «insusceptibilidad de transfe-
rencia o delegacion, por naturaleza, de cuanto menos ciertas facultades de
las materias de titularidad estatal conforme a la norma fundamental»*.

La entidad del objeto expresado en la férmula «Administracién Unica»
nos sitia mas bien en el terreno de la decantacién final de un modelo de

36 Algunas reflexiones sobre el poder publico administrativo, como sistema, en el
Estado autonémico: una contribucién al debate sobre la llamada Administracién dnica. DA
232-233 (octubre 92-marzo 93). Intervino también en la elaboracién del Dictamen emitido
por Gregorio Peces-Barba Martinez, Luis Aguiar de Luque y Luciano Parejo Alfonso, con
fecha 30 de mayo de 1992, a requerimiento del Ministerio de Administraciones Piblicas
(otro informe contrario emitido por Antonio Jimenez-Blanco el dia 31 de julio de 1992 a
requerimiento de la Xunta de Galicia): Estudio juridico sobre la propuesta de Administra-
cién dnica formulada por €l Excmo. Sr. Presidente de la Junta de Galicia, como férmula para
la concrecion definitiva del modelo de Estado autonémico establecido por la Constitucién
Espafiola. Gétafe. Mayo 1992.

37 Ob. cit. p. 274.

38 Ob. cit. p. 278.

39 Ob. cit. p. 283.
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Estado autonémico mismo*’; a su juicio, la flexibilidad no es tan absoluta
como pretenden estos autores dado que existen limites en la parte orgénica
de la CE: «es bien claro que las precedentes determinaciones no alcanzan a
componer un «modelo» de Administraciéon General del Estado. Pero si son
mas que suficientes para desacreditar una desmesurada interpretacién de la
«apertura» y «flexibilidad» de la Constitucién»*'.

«La propuesta de «Administracién dnica» padece un déficit de
fundamentacién, en la medida en que —gracias a la suposicién de la inexis-
tencia de limites constitucionales minimamente significativos, pero sélo
gracias a ella— cree posible circunscribir a aquélla a la pura operacién
mecéanica de técnicas formales de transferencia o delegacién de competen-
cias»*? ,

Otros problemas que plantearia la propuesta son los de identificar la
Admén territorial a que mejor o, al menos, preferentemente acomode, la
condicién de comiin u ordinaria; y como segundo problema la posibilidad
de realizacion misma de la posicién que se enuncia bajo dicha expresion. A
su juicio, la admén local debe constituir la verdadera admén comiin en el
Estado de las autonomias «la precisién del estado de las Autonomias en su
dimensién administrativa requiere inexcusablemente la determinacién y el
agotamiento del espacio propio de la Admén. local, como condicién misma
para el disefio concreto de las Administraciones de las instancias territoria-
les superiores de la organizacién del Estado»*.

Respecto del argumento de la sustancial innecesariedad de la Admon.
periférica de la general del Estado considera que no es viable el mantener
por parte de ésta las competencias ejecutivo-administrativas a nivel central
pero no a nivel periférico.

Concluye sefnalando que la Admon. tdnica:

«1.° Refleja un Estado en sentido estricto «amputado» vy, por ello, inca-
paz en principio de asegurar —en un Estado social, vencido por ello del
lado de la funcién ejecutivo-administrativa— la efectividad del principio de
unidad y, a través de él, de los conexos (el de solidaridad, fundamentalmente).

40 CRUZ VILLALON, P.: La estructura del Estado o la curiosidad del jurista persa.
Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, n°. 4, pp. 53 y ss.

41 Ob. cit. p. 287.

42 Ob. cit. p. 297.

43 Ob. cit. p. 313.
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2.° Coloca el centro de gravedad del Estado en su conjunto, por ello, en
la instancia autondmica, sin aportar justificacion minimamente suficiente
de que tal desplazamiento del centro de gravedad determina una organiza-
cién estatal que sigue siendo conforme al sistema constitucional, especial-
mente en cuanto hace al desplazamiento de la Administracién de preferente
consideracién —por exigencia constitucional— como comin u ordinaria:
la Administracién local».

IV. LEY DE ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO DE LA ADMI-
NISTRACION GENERAL DEL ESTADO

El Boletin Oficial del Estado de 15 de abril de 1997, publica la Ley 6/97,
de 14 de abril, de Organizacién y Funcionamiento de la Administracién
General del Estado (en lo sucesivo LOFAGE).

Dicha Ley, fundamental para el desarrollo de la Constitucién Espafiola,
declara en su Exposicién de Motivos, apartado VI, las nuevas exigencias
organizativas que impone el Estado autonémico respecto de la Administra-
cién Periférica del Estado «que todavia no se ha ajustado ... al modelo
autonémico», introduciéndose como objetivo de la Ley la Administracién
tnica o comiin «de forma que el protagonismo administrativo en el territo-
rio autonémico lo tenga la administracién autonémica, que también podrd
asumir funciones administrativas correspondientes a materias de competen-
cia exclusiva del Estado a partir de las técnicas del articulo 150.2 de la
Constitucion».

El objetivo general que se proclama, avanzar hacia la Administracién
unica o comtin, se plasma normativamente en la supresién de la figura de
los gobernadores civiles en las provincias, que se sustituyen por Subdelega-
dos del Gobierno, integrados en la estructura administrativa propia de la
Delegacion del Gobierno, y, paralelamente, se reestructura, reduciéndose,
la dimensién actual de la Administracién Periférica del Estado.

Dichas previsiones normativas se contienen en el articulo 31 de la Ley
que proclama la simplificacién de los servicios periféricos* y los articulos
29 y 32 del mismo que configuran a los Subdelegados del Gobierno como

44 La organizacién de la Administracién Periférica del Estado en las Comunidades
Auténomas responderd a los principios de eficacia y de economia del gasto publico, asi
como a la necesidad de evitar la duplicidad de estructuras administrativas tanto en la propia
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meros organos administrativos de la Delegacion del Gobierno en la Comu-
nidad Auténoma®.

Asimismo, resulta de interés el articulo 33 de la Ley que intenta que la
mayoria de servicios se integren en la Delegacién del Gobierno salvo
aquellos en que por las singularidades de sus funciones o por el volumen de
gestién resulte aconsejable una dependencia directa de los 6rganos centra-
les correspondientes en aras de una mayor eficacia en su actuacién.

En definitiva, la LOFAGE, atn considerado como instrumento unilate-
ral (como no podia ser de otro modo) del Estado, avanza en las siguientes
direcciones:

1.— Simplificacién de las estructuras administrativas propias de la Ad-
ministracién Central-periférica.

2.— Reconocimiento, al menos en la exposicién de motivos, del articulo
150.2 de la CE como instrumento juridico de la transferencia a las Comuni-
dades Auténomas de «funciones administrativas» en materias de competen-
cia exclusiva del Estado.

3.— Supresion de la figura del Gobernador Civil con la creacién de los
Subdelegados del Gobierno en la provincias desprovistos de caricter politi-
co y convertidos en 6rganos administrativos dependientes y designados por
la Delegacién del Gobierno.

4.— Se contempla, asimismo, que la transferencia o delegacién de com-
petencias pueda realizarse a las Corporaciones Locales, aunque como mera
declaracién genérica desprovista de instrumento juridico alguno.

5.— Integracién en el seno de la Delegacion del Gobierno de la mayoria

Administracién General del Estado como en otras Administraciones Puiblicas. Consecuente-
mente, se suprimirdn, refundirdn o reestructurardn, previa consulta a los Delegados del
Gobierno, los 6rganos cuya subsistencia resulte innecesaria a la vista de las competencias
transferidas o delegadas a las Comunidades Auténomas y cuando proceda, atendiendo al
marco competencial, a las Corporaciones Locales, y de los medios y servicios traspasados a
las mismas.

45 Articulo 29.1. En cada provincia y bajo la inmediata dependencia del Delegado del
Gobierno en la respectiva Comunidad Auténoma, existird un Subdelegado del Gobierno,
que serd nombrado por aquél por el procedimiento de libre designacién, entre funcionarios
de carrera del Estado, de las Comunidades Auténomas o de las Entidades Locales, a los que se
exija, para su ingreso, el titulo de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente.

Articulo 32.1. ... Las Subdelegaciones del Gobierno en las provincias y en las islas, se
constituyen asimismo en érganos de la respectiva Delegacién del Gobierno.
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de servicios salvo aquellos en que por las singularidades de sus funciones o
por el volumen de gestion resulte aconsejable una dependencia directa de
los 6rganos centrales correspondientes.

Rodriguez-Arana tuvo oportunidad de referirse al Proyecto de LOFAGE*
calificdndolo como la primera norma con rango de Ley que acoge, no
solamente en la exposicién de motivos, la doctrina de la Administracién
Unica o Comiin, y destacando como elementos fundamentales de la refor-
ma que auspicia los siguientes:

1.— El Proyecto realiza un redimensionamiento de las estructuras admi-
nistrativas estatales, atendiendo a criterios de racionalidad y evitacién de
duplicidades administrativas, ello conduce a «una exigente simplificacién y
reduccién de la planta de la Administracién General del Estado»*.

2.— Se va a subrayar el caricter central del Delegado del Gobiermno y se
estructura en torno a €l todo el aparato burocrdtico de la Administracién
General del Estado en territorio autonémico, con plasmacién efectiva en la
desaparicién del Gobemnador Civil y creacion «ex novo» de los Subdelega-
dos del Gobierno, «la desaparicién de los Gobernadores Civiles, y la crea-
ci6n de los nuevos Subdelegados permite solucionar algunos problemas de
articulacién de competencias y subrayar, sobre todo, el papel del Delegado
del Gobierno como elemento bésico»*®.

3.— A su juicio, el articulo que con mas precisién recoge la doctrina de
la Administracién Unica es el 29 —31 de la Ley— que exige la supresién,
reajuste o reestructuracién de los 6rganos cuya subsistencia resulte inncesaria
a la vista de la operacion de transferencia o delegacién a las Comunidades
Auténomas y Corporaciones Locales, aflade que «es de destacar en el
precepto que el Gobierno entiende la Administracién Unica como un proce-
so en varias direcciones, de manera que la descentralizacién en el escalén
local, quizds la méas importante, también se contemple como elemento
modular de la Administracién Unica o Comtin»*.

46 RODRIGUEZ-ARANA, I.: La Administracién Unica y el proyecto de Ley de
LOFAGE, Administracién de Andalucia, Revista Andaluza de Administracién Publica, n°
27, Sevilla, julio-agosto-septiembre de 1996, pp. 11-41.

47 Ob. cit. p. 35.

48 Ob. cit. p. 36.

49 Ob. cit. p. 37.
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4.— Concluye Rodriguez-Arana destacando las medidas de simplifica-
cién que contienen los articulos 30 y 31 —32 y 33 de la Ley— del Proyecto
de LOFAGE, que llenan de contenido la nueva configuracién de la Delega-
cion del Gobierno con la existencia de dreas funcionales para gestionar los
servicios integrados y la exigencia de integrar el mayor nimero posible de
servicios en su seno.

V. CONCLUSION

A mi juicio, resulta indudable la necesidad de acometer una propuesta
seria de descentralizacién administrativa, que realice una decidida apuesta
por la racionalizacién de nuestras estructuras administrativas en su conjun-
to.

Para ello la propuesta no debe operar en el dmbito de las reivindicacio-
nes competenciales sino, en el mas profundo, de otorgar sentido y funda-
mento a nuestras estructuras para lograr la no duplicacién y la aplicacién
efectiva de los recursos publicos.

En dicho marco general, no debe entenderse la Administracién como
«lnica» sino como preferente, de forma que segin las cuestiones
competenciales que se planteen existira una administracién preferente y
otras subsidiarias.

Por otra parte, resulta patente el olvido de la Administracién Local en
las propuestas estudiadas, las cuales no poseen el mismo grado de genero-
sidad interpretativa cuando aluden a las materias susceptibles de delegacién
en el escalén administrativo mds préximo al ciudadano.

Existen algunas lagunas juridicas que forzosamente debemos plantear a
esta propuesta:

1.— La redistribucién de las competencias ejecutivas que se propone
del Estado hacia las Comunidades Auténomas y con fundamento en los
principios de solidaridad y subsidiariedad, asi como en el de descentraliza-
cién administrativa, carece de sentido si desconoce analogo proceso a rea-
lizar respecto de la Administracién Local.

2.— Los modelos de derecho comparado no pueden ser importados
miméticamente en nuestro sistema juridico, as{ si tomamos como ejemplo
el federalismo de ejecucién propio del sistema alemdn debemos, conse-
cuentemente, reubicar en el Estado-Central las competencias legislativas.
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3.— No se valora debidamente la influencia que en todo sistema politi-
co-administrativo ejerce el contexto de pluralismo politico competitivo y
cambiante, en cuyo seno no siempre se opta por la solucidn juridicamente
correcta, ni la mas fundada en Derecho. En tal sentido, son miiltiples los
ejemplos que, en el desarrollo del Estado de las Autonomias que configuré
la Constitucién de 1978, demuestran, incluso desde sus inicios, que la
distribucién de fuerzas politicas y la situacion del momento van a influir
poderosamente en la solucién final de un problema o disyuntiva de inter-
pretacién constitucional.

Luis PEREZ ALMANSA



